
P. 113.673 - "Suárd El¡as Moisés s/
Recurso extraordinario ds
inapl¡cábilidad de léy en
causa No 16.338, Cámara de
Apeláción y Garantias én ¡o
Penal-Sala l. La Plata.".

RecuFo exkaordi¡aro de

Apélación y GaGntiás eñ

Y CONSIDERANDO:

1. La Sala Pr¡mera de la Cámara de Apelación y GaÉntias en lo

Penal de La Plala, media¡te el pronunciamieñto diclado el 18 de noviembre de

2010, co¡finó la senleñcia de grado, excepto en cuañto al monio de la pe¡a

que e había sldo impuesla a ElJas ¡,4oisés Suárez por e T¡ibunal de

R€sponsabildad Penai Juvenil n' 1 departamenlal, y lo condenó 
-ndefi¡iiiva-a la pena de seis añosyochomeses de p¡isión, accesorias legalesy

cclasi como autoi penalmenie responsable del delilo de homicidio en ocasión

La Alzada rechazó, enlre olras, la alegación del delensor ¡elerida a

la inco¡stitucidnalidad de ]a Resolucióñ 1216deestá Sup¡ema Code que, seg¡1n

el recurenle; arecta el prncipio de especialidad que debe mpe€r en la

inlesración de los ó¡ga¡os delfuero penaldelniño.

2. Conl.a esa decisión, la Detensa Oficial inte¡puso recursos

enraodina¡ios de inconslitucionalidad y de inapl¡@bilidad de ley (ls. 1441109

2.1 Eñ la via de inconstitucional¡dad articulada denunció que esla

SuPrema Cone care@ de potestád pára reglamentar elaft.27 dela ley 13.634,

razón por a cualla cilada Resoluclón n'1216 transgrede los arlicu os 161 de la

constilución Provincialy 14 y 28 de la Carla rMasna ñaconal(s 147). Detodos
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modos, indicó que si se entendiera que le asiste tal atribución, al dictar esa

reglamentación -en particular en los incisos c) y d) de su¡3rtículo 1ro.-
contrarió el art. 11 de la Constitución provincial, en relación con la Constitución

Nacional y los Tratados lnternacionales a ella incorporados (fs. 148 vta.), pues

contraviene "... el espíritu de aquello que el legislador ha receptado en el art.27

de la ley 13.634, que no es otra cosa que la idea de'preservar la especialidad

del juzgador' conforme el ad 40 parr 3' de la CIDN" (fs. 151).

Seguidamente, tachó de arbitraria la sentencia por no abordar con

seriedad las cuestiones sometidas a su conocimiento (fs. 154), requirió la

declaración de inconstitucionalidad de la Resolución n" 1216 (fs. cit. vta.) y la

nulidad deljuicio realizado en consecuencia (fs. íb./155 vta.).

2.2. En el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley se

agravió por el modo en el que la Cámara abordó el "... ocultamiento indigno del

menor durante el debate..." (fs. 155 vta. cit.) ya que, explicó, en la audiencia

celebrada el 22 de marzo de 2010 
-durante 

la declaración del principal testigo

de cargo- el órgano de juicio ordenó que se trasladara al joven a una sala

contigua (fs. íb). Señaló que, frente al planteo defensista sobre el punto, el a

quo repitió casi textualmente los mismos argumentos --dogmáticos- a los que

recurrió su inferior (fs. 157), violando con ese proceder los arts.8.2.h de la

C.A.D.H y 40.2.b de la C.D.N, y el doble conforme sobre ese aspecto del fallo

(fs. cit. vta.). Solicitó, en definitiva, la declaración de nulidad del debate (fs. 159).

En otro orden de cosas, cuestionó el tratamiento brindado a la
valoración probatoria, con fundamento en la doctrina sobre la arbitraríedad de

sentencias.

En primer lugar, efectuó dicha tacha por considerar conculcado el

ya citado art. 8.2.h., en el criterio de que el voto de la doctora Oyhamburu

reprodujo lo afirmado por el tribunal de juicio en cuanto a la supuesta amenaza

padecida por uno de los testigos (fs. 161 vta.l162). Expuso, en esa senda, que

la segunda instancia omitió dar tratamiento a la cuestión planteada "[d]e allí que

I I como órgano revisor, no ha cumplido ni satisfecho el parámetro
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fconsiste] en realizar'una valoración propia, material e

De otro lado, reputó al proceder sentencial conculcatorio del art. 1B

dede la C.N., por haber validado como prueba de cargo "... la utilización

'autoincriminaciones' mediadas por testigos. ..' (fs. 1 65).

Por último, alegó la transgresión del principio de inocencia y la

errónea aplicación de los arts. '18 de la C.N y 40.2.b de la C.l.D.N, en la
estimación de que se condenó al joven pese a la situación de duda razonable y

al principio "in dubio pro niño", pues "... toda la prueba de autoría contra [...]
Suárez descansfó] en una testigo contradictoria, y en apreciaciones subjetivas

sobre frases auto-incriminantes reproducidas [por] terceros en el juicio" (fs. 168).

3. En tren de examinar los requisitos de admisibilidad, es dable

destacar que el art. 61 de la ley '13.634 prescribe que las decisiones que las

cámaras departamentales dicten a consecuencia del recurso de apelación

previsto contra las resoluciones del art. 56 -auto de respo nsabilidad- y las

sentencias del art. 57 "será[n] considerada[s] sentencia definitiva a los efectos

de la interposición de los recursos extraordinarios ante la Suprema Corte de

Justicia"

En razón de ello y de lo resuelto por este alto Cuerpo en la causa

P. 109.026, res. del 2-lll-2011, a cuyos fundamentos 
-brevitatis 

causae-
cabe remitirse, el recaudo de definitividad del pronunciamiento impugnado se

encuentra satisfecho.

4. El recurso extraord¡nario de inconstitucionalidad sólo procede

cuando en la instancia se haya controvertido y decidido la constitu clonalidad o

inconstitucion alidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos provinciales

confrontados con normas de la Constitución local (arts. 161 inc. 1 de la Const.

pcial.; conf. doct. Ac. 96.550, 21-Xll- 2005; Ac.97.109, 14-Xl-2007; Ac. 99.527,

21-Y-2008: Ac. 96.054, B-X-2008).

En cuanto a la Resolución 1216/08, fue dictada por esta Suprema

Corte en tanto entendió pertinente 
-según sus considerandos- "dictar las



reglamentaciones que resulten necesarias" en el marco de la implementación de

la ley 13.634 y sus modificatorias.

Por su pafte, el Defensor Oficial alegó en la instancia previa la

invalidez constitucional de dicha resolución confrontándola con los arts. 161 y 11

de la Constitución provincial, además de disposiciones de la Constitución

Nacional y Pactos lnternacionales (fs.2/6) y su reclamo fue rechazado por la

Alzada (fs.74175).

Para la admisibilidad de la vía que aquí se trata es preciso que el

caso constitucional haya sido planteado en el juicio y exista decisión del

juzgador de última instancia en contra de las pretensiones del recurrente,

abriéndose así la competencia asignada a la Corte de conformidad con lo

establecido por el art. 161 inc. 1 de la Constitución de la Provincia. EIlo ha

ocurrido en el presente caso, conforme lo reseñado en lo que antecede.

5. En lo que respecta a la vía prevista por el at1. 494 del C.P.P., es

dable señalar que el remedio de inaplicabilidad de ley bajo estudio porta

planteos de pretensa índole federal (conf. art. 494, C.P.P. y su doctrina, a tenor

de los fallos de la C.S.J.N. "Strada" -308:490-; "Di Mascio" -311.2478- y

"Christou" -310:324-), por lo cual corresponde, más allá de la suerte que puedan

correr en definitiva, prescindir de los recaudos establecidos en la ley ritual local y

ad m itirlo.

Por ello, la Suprema Corte de Justicia,

RESUELVE:

Conceder los recursos extraordinarios de in constitucionalidad e

inaplicabilidad de ley articulados a fs. 144l'169 vta. (art. 486 y ccdtes. del C.P.P.).

Regístrese y pase en vista a la señora Procuradora General (art.

487,2'párrafo del C.P.P. y art. 13 incs. 7 y B de la ley 12.061).-

ndo SoriaDaniel Fe

si/il
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"Suárez, Elias Moíses.

Ilomicidio en ocasión de robo".

Suprema Corte de Justicia:

I. El Tribunal de Responsabilidad Juvenil nro. 1 del

Departamento Judicial ].a Plata condenó a Elias Moisés Súarez a la pena de

siete años de prisión, accesorias legales y costas, por el delito de homicidio en

ocasión de robo, en los términos del artículo 165 del Código Penal (ver fojas

8151894 del legajo principal).

II. Por su paÍe, la Sala Primera de la Cámara de

Apelación y Garantías en lo Penal del mismo Distrito Judicial modificó dicho

pronunciamiento a nivel de la sanción penal ünpuesta, condenando al

nombrado Súarez a la pena de seis años y ocho meses de prisión, accesorias

legales y costas (ver fojas 13182 del preserlte incidenie).

IIL Frente a esa decisión, el señor Defensor Oficial

de la especialidad articuia recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley e

inconstitucionalidad (ver foj as 1441169).

A. El recurso extraordinario de

inconstitucionalidad :

El impugnante anticipa

debate oral planteó la recusacíón del seño¡ Juez

doctor Césa¡ Melazo, por su falta de especialidad,

que antes del inicio del

de Garantías de adultos,

por su nombramiento elr
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violación a normas y preceptos conslilucionales.

Sostiene, en relación a la reglamentación i216 de

V.E., que esa Cofie carece de potestades legislativas o legla-mentarias propias

del Poder Bjecutivo, respecto de la ley 13634. Agrega que el art. 161 de la

Constitución provincial autoriza a reglamentar cuestiones que hacen a la

plopia administlación de justicia, como por ejemplo las subrogancia, no puede

ni podría exteldel esa facultad hacia aspectos que la ley no prevé.

Ildica que Ia reglamentación que pretende lolmular

y reller.rar vacíos de la propia ley 13634, implica la auto atribución de

lacultades que la Caúa Magna provincial solo le otorgó al poder legislativo

(ar1s. 103 a 112) o, bien como potestad reglamentaria al ejecutivo (arts. 144 a

146). Afir'ma que esa Cofie calece de facultades legales para reglamentar el

aú. 27 de la ley 1 3 63 4 y designar jueces por fuera del esquetna de jurisdicción

natural pautado por e1 legislador.

Añade que aún cuando se la considere una facultad

reglamentaria de esa Cofle, la misma no podría desnaturalizar el ser.rtido de Ia

ley nrencionada, el rlecalisr¡o de sublogancias que ella establece y el especial

ér.rfasis dado al principio de especialidad de lajurisdicción.

Subla¡'¿ que nir.rgún artículo de 1a ley 13634

contempló un sistema de subrogancia como el que V.E. diseñó en la

resolución 1216, permitiendo realizaa reetnplazos con jueces lo

especializados no previstos por el legislador, celcenando el delecho que tiene

todo niño/joven al que se le imputa un delito a ser juzgado por una

2
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jurisdicción especiaiizada en niños/adolescentes. Agrega que si se considela

esa reglamentación una potestad constitucional, 1a misma restringe delechos y

garantías que la propia ley de fondo no tiene previsto (zil1. 28 CN).

Prosiguiendo con su argumentación, la Defensa

indica que la reglamentación 1216 avanza sobre la jurisdicción natural y

especial de 1o jóvenes de la provincia, en tanto el propio legislador conternpló

en el ar1. 2'l de la ley 13634 una lon¡a de lesolver los problemas de vacancia,

en función de proteger la especialidad consagrada en el ar1. 40.3 CIDN,

restringiendo irrazonablemente (ar1. 28 CN) derechos consagrados en las leyes

que rigen el fuero penal juvenil.

Cita en apoyo de slr postura informes de la

Comisión Interamericana de Derechos Hun'ranos (opinión consultiva nro.

11 12002, caso "Menores Detenidos vs I londur-as") y del Comité de los

Dereoiros del Niño de la ONU (observación ruo. 10/2007), vinculados con la

instauración de órganos jr-rriscliccionales especializados y específicos en

materia de niños, niñas y adolescenles en conflicto con la ley penal. hrdica

que de elio se desprende que existe un estándar inlernacional y que ha sido

intelpretado en la necesidad de crear un fuero penal juvenil y dotarlo de

funcionarios especializados designados conforr¡e a la ley 13634, er.r sus

afículos 18, 19, 20, 21,23,21 y 29, sin que prevea la situación que se

pretenden introducir con los artículos 1 c y d de la resolución 1216 de esa

Cor1e.

Agrega qr:e el propio artículo 27 de la ley 13634

-)
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establece un trrecanisnro para resolver las vacalcias en los Tribunales de

Responsabilidad y no estableció un mecanismo restrictivo de derechos y

violatorio de la especialidad colr-ro lo hace 1a lesolución en cueslión.

Añade que en el presente caso nada justifica ia

inclusión del Magistrado de Garantías de adultos, cuando la propia ley

establece que se integrará con otro juez especializado de otro departameuto

judicial y, de tal modo la resolución de esa Corte -dice- viola el espíritu que

tuvo el legislador con e1 ad. 27 de la ley 13634.

Afirma que la Camara analizó en fon-na parcial su

planteo y del modo en que lo realizó no dio respuesta a su razonamiento,

limitándose a sostener que como la Suprerna Corte lo dispuso, así se debe

concretar. Esta forina de responder, destaca, deriva en la arbitrariedad de la

sentencia, al no tazonar el por qué de la lespuesta y al no tratar con seriedad y

desde el punto de vista argumental las cuestiones que le fueran sometidas.

Con todo lo expuesto, solicita la declaración de

inconstitucionalidad de la Reglamentación 1216, aft. 1 incisos "c" y "d", por

violentar los articulos 11 y 161 de la Constitución provincial, 14 y 28 de la

Carla Magna nacional y los tratados internacionales incorpolados a ella, en

función de su articulo 15 inc.22.

De igual rnodo, indica que a consecuencia de la

inconstitucio¡ralidad propiciada, se debe disponer la nulidad del juicio

lealizado.

4
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inaplicabilidadB. Bl recurso extraordinario de

de ley:

1. El señor Defensor Oficial destaca que

oporlunamente cuestionó el aparlamiento del menor durante la audiencia de

debate al momento de prestar declaración teslimonial el principal testigo.

Aglega que ello acor.rteció a pedido del Fiscal interviniente y con fundalnento

en temor de la testigo a eventuales represalias y que con 1a presencia de la

defensa técnica ello bastaba.

Agrega que tal situación resuha violaloria del afl.

10. 2.b.iv de la Convención de Derechos del Niño, en cuanto le otorga la

facultad de interrogar directamente o hacer que se intenogue a los testigos y

esa posibilidad de elegir quien electuará el control de la prueba es un derecho

material del njño y su defer.rsa técnica, al tienrpo que no resulta ser una

lacultad del fribunal in terv iniente.

Destaca que las razones de seguridad en la sala no

pueden avalar que se conculque un derecho constitucional, que al sacar al

meno¡ de la misma el tribunal bloqueó la primera posibilidad que Ia

Convención le otorga al niño o joven como derecho direclo de cod¡olar la

prueba de cargo y al no estar plesente se perdió la inmediación.

Subraya qr.re el Tribunal no puede reglamenlar ni

desnaturalizar un derecho constitucional en función de los testigos y sus

miedos.

Prosiguiendo con su argumentación, destaca que la

5
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Cámar-a repitió casi textualmente 1o dicho por el Tribunal de juicio,

configurando de tal rnodo ur-ra deficitaria tarea algumental que pone en fensión

el ar1.8.2.h CADH, al no haberse concretado el doble conforme. De igual

manerar agrega, se coufigula un menoscabo al art. 40.2b CIDN, dado que el

joven Suárez solicitó estar presente y observar la declaración de la testigo

Trassato y baccl preguntas él nlisnro.

Denuncia como transgredidos los ar1s. 40.2b, 40 i,

37 .c y 3 de la Convención Internacional sobre Derecllos del Níño, en razón de

que: el ocultamiento del niño y la peldida de imlediación física, afectó su

derecho de defensa material; implicó introducir la plesunción de peligrosidad

en su conüa cualdo aún era inocente; significó un mal trato o un trato

prejuicioso hacia y peligrosista sobre la persona de Suarez; el haber tratado a

su asistido como ur1 potencial peligroso hacía la víctima, significó una

violación a su dignidad y 1e significó quitarlo del ámbito pedagógico y

responsabilizador por excelencia que es el juicio en su contra, afectando el

interés superior del niño.

Con todo destaca que durante el juicio se

transgredió el doble confon¡e integral de la cuestión, el derecho de defensa en

juicio y el prürcipio de inocencia, la dignidad del niño, su interés superior

(ar1s. 18 CN, 8 CADH y 3'l y 40 CIDN), circunstancia que conlleva la nulidad

del debate realizado.

2.1 La Defensa señala que no se pudo acreditar en

lonna fehaciente que su asislido sea el auto¡ del hecho que se le reprocha y

6
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que ese extremo fie denostrado mediante pnreba endeble y/o precalia, basada

en indicios inconsistentes, contradictorios y fácilmente rebatibles.

Agrega que la Cámara no analizó su planteamiento

consistente en la arbitlaria valoración del elemento probatorio más

impoúante. Indica que el testimonio cueslionado resulta contradictorio pues,

por un lado afirna una cosa y ratifica otra difelente.

Señala clue el rnodo en que la Cámara abordó la

cuestión resulta a¡bilrario en tanto omitió su expreso lratamiento, rernitiendo a

lo ya dicho por el tribunal dejuicio, afectando la defensa enjuicio (afis. 18, 33

y 75 inc. 22 CN;37 .b y d y 40.2.b CIDN).

No obstante lo expuesto, destaca que si se considera

que la Camara dio tratamiento a la cueslión, el modo en que lo hizo no

satisface el estándar establecido por los ar1s. 8.2.h CADII y 40 CIDN.

Subraya que colrespondía dedicarle rnayor esflierzo

al análisis del recurso interpuesto y al punto puesto en cuestión, refutar las

argumentaciones de la defensa y no avalar o convalidar lo actuado, citando lo

ya dicho por el rribunal de jrrjcio.

2.2. De igual modo, el señor Defensor Oficial

destaca que opoÍunamente catalogó de ilegalidad e inconstitucional la

valoración de prueba de cargo supuestamente alLtoincrirninante realizada por

su asistido fuera del juicio y ilevadas al mismo por testigos, pese a que

durante su cnrso Suarez las negó en forma expresa.

Destaca que la C¿ímara no accedió a escuchar el

7
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audio de la declalación dada por su asistido durante el juicio y contraliamente

a su pretensión las consideró prueba de cargo válidas.

Agrega que los órganos j ur isdicciouaies hasta ahora

jnlelviniertes sostuvieron que los ar1s. 18 CN y 38 de la ley 13634 se reflelen

a manileslaciones autoincri;¡inantes vertidas por los jóvenes ante flurcionarios

policiales y qlle otras serían válidas.

Añade que, contrariamenle a ello, considerar como

indicio cualquier flase auto ircr-inrinante en una otapa anterior al debate y

llevada a é1, aún receptada por un tercero testigo, sea ploventeúe de un niño o

un adulto, sin que haya pasado por el tamiz previo y consejo de la defensa,

lesulta ser iesiva de derechos constitucionales pues, nadie puede sel obligado

a declarar contra sí misno y la idea de obligatoriedad incluye la

espontaneidad.

Prosiguieudo con su argunelltación, apunta que lo

dicho por un testigo respecto de lo supuestamer.rte rnanifestado por el

irnputado ro resulta ser nada más que lepleseúativo de su propia subjetividad

y no la del irnputado. Por tal razón, dice, deben sel lelativizados esos diciros

contrastando cada relato ante los estrados, sin que ello haya sucedido por pafte

del juzgador original ni de la Cámara.

Agrega que de tal forma se incurre nuevamente en

ar.bitrariedad, que Iesiona los delechos del niño.

3. Por último, el irnpugr.rante sostiene que ante la

situación general descripta,en punto a que toda la pnleba incrimürante

B
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descansa sobre los dichos de un solo testigo y en apreciaciones subjetivas

sobre frases auto incriminantes, el cuadro presetlta precariedad y la duda sobre

1a autoría de Suarez sobre el l.recho juzgado es real.

IV. En mi consideración el recurso extraordinario

de inconstitucionalidad interpuesto por el señor Defensor Oficial del fuero de

Responsabilidad Penai Juvenil debe tener acogida favorable.

a. El artículo 21 de la ley 13634 expresarnente

dispone la forma en que estará constituido e1 Tribunal de Responsabilidad

Juvenil, encargado de abordar el juzgamiento de determinados delitos también

en él especificados.

En ese sentido, como regla general indica que será

constituido por tres jueces de Responsabilidad Penal Juvenil del respectivo

depafamento judicial (primer párrafo "in fine", al1. 21 ,Iey 13634).

Inmediatanrente, ofrece 1as soluciones para aquellos

supuestos donde esa regla general no puede ser cumplida; como primer

alternativa señala que el Tribunal se integrará con el Juez de Garantías del

Joven que no hubiera intervenido en el proceso (segurdo párrafo) y para el

caso que no pueda integrarse de los modos preestablecidos, como últüna

alternativa establece que en aquellos depaúamentos donde funcione un solo

Juez de la Responsabilidad Penal Juvenil, el Tribunal será presidido por és1e e

integrado por Jueces de la Responsabilidad Pel.ral Juvenil de otros

depaúamentos judiciales, los que serán predeterminados por sorteo al

9
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conlienzo de cada año por la Suprema Corle de Justicia (tercer. párrafo, art.27

cit.).

Por otra parte, en lo que respecta al Departarnento

Judicial La Plata ante el que tramita el proceso seguido a Elias Moisés Suárez,

los artículos 20 y 21 de la ley 13634, respectiva.mente disponen la creación

dos Juzgados de Responsabilidad Penal Juvenil -punto 6)- y tres Juzgados de

Garantías del Jovcn -punlo 5).

Teniendo en cuenta el encuadre nounativo que se le

l.ra otorgado al hecho reprochado a Suárez, l.romicidio en ocasión de robo

previsto por el artículo 165 del Código Per.ral, su juzgamiento corresponde al

Tribunal de Responsabilidad Juvenil respectivo (u1.27 ley 13634), debiendo

integrarse el misnlo conforme lo prevé el referido artículo 27 y, en razón de la

cantidad de Juzgados de Responsabilidad Penal Juvenil y de Garantías del

.Ioven existentes en el De¡rarlarnento Judicial La Plata, la misma debe

efectuarse conforme la regla ger.reral allí estipulada. Es decir', con los dos

jueces de Responsabilidad Penal Juvenil y un juez de Garantías del Joven, que

no hubiera intervenido en el proceso.

Del modo eslablecido er.r la ley se procedió en el

presente legajo couforme las constancias de foj as 656/658.

b. Al resolver las cuestiones que le fueron

planleadas al Tribunal conformado en el marco del art. 52 de la ley 13634 y el

artículo 338 del Código Procesal Penal, dispuso que la audierrcia de debate se

realice el 18 de nrarzo de 2010 (punto 3, fo.jas 7l6vta.); por su pafie la señora

10
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juez a cargo del Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil nlo. 1, doctora

Blanca Ester Lasca, al dar su voto en la sexta cuestión, destacó que con lecha

anterio¡ a esa decisión esa CoÍe le había concedido licencia desdc el 16 al 31

de rrarzo, razón por la cual se dispuso la rernisión de las actraciones a la

Cán.rara de Apelación y Garantías departarnental para clue se proceda a

designar un Magistrado a fin de completar la composición del Tribunal (ver

punto 6, foj as 718r.ta.).

En razón de ello, es que la Presidencia de la

Cámara de Apeiación y Garantías designó iniciahnente al señor Juez, doctor

Omar Luis Pepe y posteriormente, tras conocerse la imposibilidad de este para

concurir en la fecha prevista para la realización del debate, al seiior Juez

doctor César fucardo Melazo para reemplazar a la doctora Lasca integrando el

Tribunal de Responsabilidad Juvenil encargado de juzgar a Suárez, invocando

como respaldo normativo el artículo 1 inciso c) de la Resolución 1216 SCJBA

(rerfojas 122y746)

Esa Suprema Cofe de Justicia ¡rronunció la

Resolución 1216108 al considerar pertinente el dictado de las

reglamentaciones que resultaban necesarias acorde a la nueva legislación (ley

13634 y sus modificatorias), a fin de determinar la forma de proceder en

materia de reemplazos de los jueces del fuero de la responsabilidad penal

juvenil, por cr,ralquier motivo.

Es decir, el objetii,o de la resolución es establecer el

modo en que, ante la ausencia de un juez, el mismo será reemplazado, siendo

11
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la materia soble la que versa dicha decisión un claro ejercicio de las facultades

de superintender.rcia propias de esa Code, que le fueran otolgadas pol e1

artículo 32 inciso h) de la ley 5827, desde que reitero- se vinclrla con ei

modo en que los jueces de la especialidad selán subrogados en razón de

ausencias telnporarias.

En efecto, el ar1ícuio 1" de la Resolución 1216/08

expresamente dispone: "Cuando el Titular de un Juzgado de Responsabilidad

Penal Juvenil debe sel reemplazado por vacancia, licencia, o cualquier otro

ilr.rpediurento, 1o será por sorteo y con magistrados del mismo departanento

.Tudicial, de la siguiente manera: a) Con los Titular-es de los Juzgado de

Responsabilidad Penal Juvenil de1 mismo depaÍamento- b) A falta de éstos,

por los Titulares de los Juzgados de Garantías del Joven que no hubieran

inter-venido previamelte y no se encuentlen de turno. c) En los casos en que

no lrubiere número suficiente u operadas las sucesivas sustituciones

persistiera ei ir.r.rpedimer.rto, se recurrirá por soúeo a los Jueces de primeta

instancia del fuero penal que no se encuentren en lurno al mourento de la

desinsaculación. d) En los caos excepcionales en que pers:ista el ilpedimenlo.

se acudir'á a los magistlados que conlorman la siguiente lista y en e1 siguiente

orden: Jueces de primera o irnica iustaucia de los fuelos Conlencioso

Adrninistrativo, Laboral, Civil y Comercial y Familia. Los magistlados no

serán convocados a jntegrar los Juzgados en LIna nueva causa, hasta tanto se

agote la totalidad de los Jueces que irtegran la lista."

En el caso de autos, como se indicó, la Cámara de
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Apelaciones y Garar.rtías al designar el magistrado que reemplazaría a la

doclora Lasca durante su licencia, lo hizo en fünción cle lo plevisto en el

inciso c) del transcripto ar1ículo 1 de la resolución 1216. Es decir, para

proceder del modo en que lo hizo la Alzada consideró agotadas las

posibilidades estipuladas en los incisos previos a) y b) de esa norma (los

titulares de los Juzgados de Responsabilidad Juvenil y de Garar.rtías del Joven

dei mismo deparlamento, en este último caso que también no hub:ieran

intervenido en el caso y no se encontraren de turno).

c. En mi consideración, la nomrativa en la que la

Cáma¡a de Apelaoión y Garantías slrstentó los reemplazos dispuestos,

tendientes a completar la integración del Tribunal de Responsabilidad Juvenil,

contraviene lo establecido por el artículo 40 inciso 3o de la Convención sobre

los Derechos del Niño, que confonne Io previsto en ei ar1ícu1o 75 inciso 22 de

la Constitución Nacional tiene jerarquía constitucional y no respeta el espíritu

de la ley 13634 que, en lo pefir.rente reglamento y hace oper ativo aquel

dispositivo convencional.

Esa norrlativa establece que los Estados pades

deberán tomar todas las medidas apropiadas para pronover el establecimiento

de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos pala los

niños de quienes se alegue que ha infringido las leyes penales. Es deci¡,

establece el requisito de la especialidad bajo la cual los niños en infracción

con la ley penal deben ser sometidos a juzgamientos, destacándose

puntualmente entre ellas a las "autoridades", circunstancia que ha sido

13
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receptada por la ley 13634 para la totalidad de las parles que deben inten'enir

en esa clase de procesos (ar1s. I B a 24).

Esla Procr¡ración General ha destacado, al

diclanrirar en la causa P. 93713 "Amoroso" el 19 de julio de 2006, \a

tlascendencia que asulnen los principios de idoneidad y especialidad en el

diseño de políticas lcgislativas o institucionales en materia de infancia,

principios que tarr-rbién habrán de regir la implementación de esas políticas,

siguiendo en este sentido los lireal¡ientos trazados en los aftículos 40 y 41 de

la Convención sobre los Derechos del Niíio.

Es evide¡.rte que la especialización y especificidad

garantizada por el instrumento internacional han sido especialniente tenidas en

cuenta por el legislador provincial al diseñar el fuero específico, circutstancia

que -insisto- no puede ser obviada al momento de asumir funciones de

subrogancia; así entonces quien reglamente el modo en que se procederá en

tales casos tampoco puede omitirla pues, redunda[ía en una afectación a los

de¡ecl:ros acordados constitucionalmente.

Pueden destacarse en este sentido las puntuales

referencias del aft.21 de la ley 13634 que destaca el lecurrente y la expresa

sugerencia de capacitación previa que contiene el a:it.22 del mismo cuerpo

normativo, que habilita la excepcional inte¡vención de jueces de Garantías de

adultos eu causas del Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil.

En consecuencia, estimo asiste razón al impugnante

cuando indica que la rssolución que auto¡iza la integración del Ttibunal de
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Responsabilidad Juvenil con un juez de Garantías de adultos es incompatible

con el ar1ículo 40 inc. 3 de la Couvención sobre los Derechos del Niño y, en

consecuencia con el adículo i 1 de la Constitución de la Provir.rcia de Buenos

Aires y con el espíritu coir.rcidente que inspira a ta ley 13634, el que no puede

ser obviado en el ejercicio de las facultades reglamentarias por ninguno de los

tres poderes del Estado (conf. alts. 144 inc.2 C.Pcial- y 99 inc. 2" CN).

De tal modo, ante la irregr,rlar inclusión de ur.r

magistrado que no contaba con la debida especialización en la conformación

del Tribunal de Responsabilidad Juvenil que juzgó a EIías Moisés Suárez,

debe disponerse la nulidad del juicio realizado, en tauto se afectó la previsión

conlenida en el artíuclo 40 inc. 3 CDN y los ar1ículos 75 inciso 22 de la

Constitución Nacional y 11 de la Cafia Magna Provincial y, consecuentemente

la situación encuad¡a en el artículo 202 inciso 1" CPP, en tanto se vincula con

ia constitución del Tribunal.

V. Por lo expuesto, aconsejo a esa Coñe acoja la

pretensión del señor Defensor Oficial ante el Fuero de Responsabilidad

Juvenil, declare la inconslitucionalidad del artículo 1o inciso "c" de la

Resolución 1216 como así también 1a nulidad del juicio oral ceiebrado en la

presente causa y devuelva ias actuaciones para que un nuevo Tribunal

conformado porjueces hábi1es realicen una nueva audiencia.

me expedí sobre laVI. Del modo en que
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procedencia del recurso exlraordinario de inconstitucionalidad y las

consccuclrcias quc elJo corrllera, es que corrsidero que el tratamierfo de los

de inaplicabilidad de ley

de 2012.

REC¡BIDO oñ lE sÉdffri'ttrlÉ
PenEl de la Supr,rrYt.¡ {:gt1€ dc
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